[image: image1.png]


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                         PEREIRA – RISARALDA
[image: image2.png]


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO




            66001-31-85-001-2008-01445-01



                     
                SALA CIVIL FAMILIA

                          PEREIRA – RISARALDA                  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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Magistrado Ponente:  Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, enero treinta de dos mil nueve
Expediente 66001-31-85-001-2008-01445-01

Acta N° 26 de enero 30 de 2009
Decide la Sala la impugnación interpuesta por el demandante contra la sentencia proferida el primero de diciembre de 2008 por el Juzgado de Menores de Pereira, en esta acción de tutela propuesta por Carlos Andrés Echeverry Restrepo frente a la Universidad Tecnológica de Pereira. 
ANTECEDENTES

El señor Echeverry Restrepo demandó por esta vía la protección de sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso, al trabajo en condiciones dignas y al mínimo vital, desconocidos, dice, por la Universidad Tecnológica de Pereira.

Adujo en su escrito, en síntesis, que fue vinculado por la Universidad como docente transitorio de medio tiempo mediante Resolución número 3896 de 2008, es decir que su contrato finalizaba el 5 de diciembre; que además de dictar clases, a los docentes se les impone la preparación de las mismas, presentar el plan básico de trabajo, asistir a reuniones con otros profesores y directivos del departamento, elaborar exámenes y actividades de producción intelectual; que mediante acuerdo 37 del 14 de noviembre de 2008 el Consejo Académico de la institución decidió modificar el calendario académico del segundo semestre lectivo de 2008 y respecto de los contratos con los docentes transitorios señaló que se modificarían en su vigencia, pero no en su valor original, es decir que los rubros asignados a “salario, prestaciones, seguridad social y aportes parafiscales” se mantendrían sin variación, pese a dicha prolongación. 
Continuó diciendo que esa determinación de no modificar los valores trasgredía sus derechos: a la igualdad, porque a los profesores de planta sí se les reconocen esos pagos por el tiempo de extensión del período académico; al debido proceso, porque la retribución de los docentes depende de su labor y no de las circunstancias o condiciones del empleador, lo que es confirmación del principio “a trabajo igual salario igual”; al mínimo vital, porque el hecho de trabajar dos semanas adicionales sin remuneración le imposibilita satisfacer en forma proporcional sus obligaciones y requerimientos para mantener una calidad de vida digna; al trabajo, porque este se funda en el reconocimiento de su valor monetario, sin el cual se torna injusta la labor desempeñada y se patrocina un enriquecimiento sin causa del empleador. Y terminó señalando que frente al argumento que podría esgrimir la universidad acerca de que no se cumplió cabalmente el contrato durante los días de suspensión bastaría tener presente que los docentes transitorios continuaron con el normal desarrollo de sus funciones, si bien estas no se limitan a dictar clases. 
   



Trajo a colación unos argumentos de derecho sustentados en jurisprudencias de la Corte Constitucional y pidió, con fundamento en todo ello, que se le ordenara a la Universidad Tecnológica de Pereira efectuar la reserva presupuestal necesaria para el reconocimiento del salario correspondiente a dos semanas de trabajo, para la actualización de las prestaciones consagradas en el Decreto 1299 de 2002 causadas por extensión durante esas dos semanas y para realizar los aportes parafiscales y de seguridad social pertinentes. 








Dispuesto el trámite correspondiente se ordenó correr traslado a la institución demandada y se le pidió el envío de una documentación. En tiempo, se pronunció el representante legal, quien después de referirse a los hechos señaló que la acción es improcedente porque se busca con ella la satisfacción de acreencias laborales, porque los efectos que se buscan son futuros, porque no existe un perjuicio irremediable, y no se violan los derechos invocados. Finalizó con unas razones para su defensa centradas en que es el rector la autoridad competente para fijar los términos de la vinculación de los docentes; que hay situaciones de anormalidad que pueden hacer variar la prestación del servicio; que todo lo que hace la Universidad es tratar de conjurar la problemática que se presenta con el estudiantado, pero se ha autorizado a algunos docentes, en circunstancias especiales, para terminar anticipadamente sus labores, caso del demandante. 

  



Se escuchó en interrogatorio al señor Carlos Andrés Echeverry Restrepo, luego de lo cual resolvió el Juzgado negar el amparo deprecado, pues la acción de tutela es improcedente cuando se pretende el reconocimiento de prestaciones económicas, salvo en eventos especiales (personas que afrontan circunstancias extremas y especiales), porque de lo contrario se invadiría la competencia de otras autoridades; además, se trata de hechos inciertos y al actor se le había venido pagando oportunamente su salario.

  



 Inconforme con ello, impugnó el demandante. En esta sede con auto del 20 de enero de 2008 se decretó de oficio la práctica de una prueba y allegada la respuesta, se procede a decidir, previas las siguientes:
CONSIDERACIONES          

El constituyente colombiano introdujo desde 1991 en la Carta Política la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

  



Y en uso de tan expedita vía asiste el actor para que le sean protegidos sus derechos a la igualdad, al debido proceso, al trabajo en condiciones dignas y justas y al mínimo vital,  que considera conculcados ante la extensión del periodo pactado con la accionada, Universidad Tecnológica de Pereira, para el ejercicio de las funciones propias de la docencia en dicha institución, sin la remuneración y el reconocimiento de prestaciones legales por ese concepto, como quiera que según la resolución de vinculación laboral su gestión finalizaría el 5 de diciembre de 2008, pero según el Acuerdo número 37 del 14 de noviembre de esa anualidad, el calendario académico sufrió una variación. 


 

Por ello, pretendía que se le ordenara a la accionada efectuar las reservas presupuestales necesarias para reconocerle los pagos de dos semanas adicionales de trabajo, solicitud que no encontró eco en primera sede dado que no se halló ningún fundamento que condujera a darle la razón. Y para decirlo  de una vez, estima también la Sala que el amparo deprecado no tenía, ni tiene, por qué salir avante, ya que surgen dos aspectos que lo impiden.

La primera cuestión se reduce a que si bien se expidió por parte del Consejo Académico de la UTP el Acuerdo 037 del 14 de noviembre de 2007, fuente de inconformidad para el asunto que nos ocupa, con el que se procuró remediar una anormalidad académica acaecida en dicho claustro, al alargarse el segundo semestre de estudios por dos semanas más para lograr cumplir y finalizar de manera satisfactoria los programas respectivos, no podría perderse de vista que conforme al Acuerdo número 60 del 20 de noviembre de 2008 “Por medio del cual se dictan medidas especiales para la culminación del segundo semestre académico de 2008” emanado del Consejo Superior que apoyó, adicionó y aclaró el citado 037 (f. 38 y 39, c.1), como lo reseña en su intervención el rector de la universidad (f. 29 y 30, c.1), cumplido el 80% del programa oficial, acudiendo incluso a metodologías alternativas, bajo los mínimos reglamentarios en el desarrollo de los cursos, se daban por finalizadas las obligaciones a cargo de los docentes, porcentaje alcanzado ya por el actor antes de concluir el periodo inicialmente contratado, sin perjuicio de que con posterioridad hubiese digitado aisladas notas.

Es decir, alcanzado por parte del accionante ese mínimo porcentual de gestión del programa a desarrollar inclusive antes del 5 de diciembre de 2008, fecha de finalización consagrada en la resolución de nombramiento, nada lo obligaba a tener que cumplir con cargas adicionales que sin remuneración, traspasaran los límites de su relación laboral con la parte accionada.

A esto se suma la falta de certidumbre que al momento de promoción del libelo (18 de noviembre de 2008) había sobre la trasgresión de los derechos, que tampoco se demostró con posterioridad, pues para entonces no se podía establecer si en realidad de verdad el docente tenía que asumir una carga adicional, y menos el tiempo que habría de ocupar en ella. 
   



Viene al caso decir que la jurisprudencia se ha ocupado ya de la improcedencia de la acción de tutela ante hechos futuros e inciertos y la inexistencia de una violación actual de derechos fundamentales. A este respecto dijo la Corte Constitucional que 
:

“La acción de tutela, como mecanismo preferente y sumario de protección de los derechos fundamentales, es una institución que fue concebida por el constituyente con el objeto de conjurar las amenazas o violaciones que los ciudadanos puedan sufrir en sus derechos de carácter fundamental, mediante la acción u omisión causada por parte de cualquier autoridad pública o de un particular, en los casos expresamente señalados por la ley, siempre y cuando, no se disponga para el efecto de otro medio eficaz de defensa judicial.

En tal sentido, la tutela será procedente cuando algún derecho fundamental se encuentre efectivamente amenazado o vulnerado, de lo cual se sigue que el juez de tutela no debe esperar la vulneración del derecho fundamental, para conceder la protección solicitada, sino que debe también acudir a la defensa de los derechos fundamentales invocados cuando estos se encuentran amenazados.

Sin embargo, tal amenaza no puede contener una mera posibilidad de realización, pues si ello fuera así, cualquier persona podría solicitar protección de los derechos fundamentales que eventualmente podrían serle vulnerados bajo cualquier contingencia de vida, protección que sería fácticamente imposible prodigarle, por tratarse de hechos inciertos y futuros que escapan al control del estado.

De ésta manera, si no existe una razón objetivada, fundada y claramente establecida por la que se pueda inferir que los hechos u omisiones amenazan los derechos fundamentales del tutelante, no podrá concederse el amparo solicitado.
[viii] La amenaza debe ser entonces, contundente, cierta, ostensible, inminente y clara, para que la protección judicial de manera preventiva evite la realización del daño futuro.

La Corte Constitucional ha especificado el contenido de la amenaza a un derecho fundamental, en los siguientes términos:

“(...) no puede perderse de vista que la Constitución Política, en su artículo 86, al consagrar los motivos por los cuales puede ejercerse acción de tutela, no se limita a prever hechos que impliquen violación de los derechos fundamentales sino que contempla la amenaza de los mismos como posibilidad cierta e inminente de un daño futuro susceptible de evitarse mediante la protección judicial.

“Hallarse amenazado un derecho no es lo mismo que ser violado. La amenaza es una violación potencial que se presenta como inminente y próxima. Respecto de ella la función protectora del juez consiste en evitarla.
[ix]”
De tal forma que la acción de tutela sólo será procedente cuando se origine en hechos ciertos y reconocidos, que permitan amparar la violación actual de un derecho indiscutible…”
Y es que, siguiendo estas líneas, no encuentra la Sala elementos de juicio serios que permitan deducir que por la sola expedición de ese primer acuerdo se afectaron los derechos del demandante, tanto menos si, como se sabe a esta altura de la actuación, cumplido como tenía el porcentaje previsto por la Universidad, era de su arbitrio asistir o no a las clases o manejarlas con autonomía; es más, nada prueba que hubiera acudido a la sede de la institución durante esas dos semanas, y no es suficiente para ello el registro que hizo de unas notas. 
El segundo aspecto tiene que ver, y sirve de complemento a la improsperidad anunciada, con que dada la naturaleza de esta acción, su procedencia tiene un alcance restringido. Existe suficiente claridad en la ley, en la jurisprudencia y en la doctrina acerca de que la acción de tutela es subsidiaria, como lo afirmó la juez de conocimiento. Esto significa que sólo tiene cabida en la medida en que el afectado con la acción o la omisión de una autoridad no cuente con otro mecanismo de defensa judicial idóneo que le permita poner a salvo sus derechos. Así está previsto en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto Especial 2591 de 1991.
Aquí la cuestión es de orden laboral, en la que se reclama el pago de un servicio aparentemente prestado en exceso, porque de lo que no hay duda es de que el contrato inicialmente suscrito entre las partes fue cumplido en su totalidad con el pago de los salarios y prestaciones sociales convenidos; así que está de por medio la definición que a un juez administrativo en este caso le correspondiera hacer de los efectos de la prolongación por unos días del período académico frente a la contraprestación económica que correspondería a los docentes, valoración en la que no podría ser desplazado por el juez constitucional. 

Y ni se diga que aquí pudo haberse dado un perjuicio irremediable que admitiera la acción como mecanismo transitorio. Un perjuicio de ese linaje, al decir de la jurisprudencia constitucional es aquel que “(1) se produce de manera cierta y evidente sobre un derecho fundamental; (2) de ocurrir no existiría forma de reparar el daño producido; (3) su ocurrencia es inminente; (4) resulta urgente la medida de protección para que el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra; y, (5) la gravedad de los hechos, es de tal magnitud que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales.”
.
Pero salta a la vista que ninguno de tales presupuestos se da en este caso, como quiera que quedó descartada la certeza y evidencia del quebrantamiento de derechos fundamentales al demandante; de haberse configurado existe otra vía ordinaria para reparar el daño que, por otra parte, no se demostró con suficiencia; no hay medidas extremas y urgentes que deban adoptarse para conjurar la supuesta amenaza; y la gravedad de los hechos no es tal que haga impostergable la protección constitucional. 
Todo esto, porque, se insiste, al demandante le cancelaron el salario y las prestaciones sociales causadas por el acuerdo de voluntades. Si hubo de trabajar un tiempo adicional, por fuerza de las circunstancias, es la justicia administrativa la que debe definir cuánto tiempo lo hizo y si por ese lapso debe reconocérsele algún estipendio. 
Así que la decisión de primer grado será confirmada. 
  




DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre del la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada el 1º de diciembre de 2008 por el Juzgado de Menores de Pereira, en esta acción de tutela promovida por Carlos Andrés Echeverry Restrepo contra la Universidad Tecnológica de Pereira.

  



En firme esta decisión, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

  



Notifíquese 

  



Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS









� Sentencia T-647/03


� Sentencia T- 600 de 2002
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